PROYECTO DE RESOLUCIÓN

Artículo 1°.- La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita al Poder Ejecutivo de la Ciudad, que a través de las dependencias correspondientes, en un plazo de 30 (treinta) días de recibida la presente, y en cumplimiento con  lo dispuesto en el párrafo 4º del artículo 83º y en el párrafo 4º del artículo 105 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, informe sobre los siguientes puntos:

a.- Requisitos y procedimiento para la incorporación al sistema de enseñanza oficial de la Ciudad, de los institutos educativos de gestión privada.

b.- Nómina de los institutos educativos de gestión privada incorporados a dicho sistema.

c.- Mecanismo o procedimiento dispuesto/ adoptado por la Dirección General de Gestión Privada para dar cumplimiento al Decreto 2055-GCABA-2001, en relación al control (en relación al funcionamiento y otorgamiento de títulos) de los institutos privados que funcionan en el ámbito de la ciudad.

d.- Procedimiento, mecanismo y herramientas de control de institutos no incorporados a la enseñanza oficial, en particular en lo referido a la emisión de títulos.

e.- Nómina de institutos incorporados a la enseñanza oficial, a los que se les haya efectuado actuaciones administrativas con relación al otorgamiento de títulos oficiales, durante el año 2007 y los meses de enero, febrero y marzo de2008.

f.- Nómina de institutos no incorporados a la enseñanza oficial que se haya detectado ofrecían títulos con dicho reconocimiento, durante el año 2007 y los meses de enero, febrero y marzo de 2008.

g.- Nómina de denuncias recibidas que tengan vinculación con el otorgamiento de títulos con supuesto reconocimiento oficial por parte de institutos no incorporados a la enseñanza oficial del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Indicar qué curso se les dio a las mismas y cuál es su estado.

h.- Denuncias recibidas y/o actuaciones administrativas realizadas que tengan estrecha vinculación con el cumplimiento de los artículos 1º y 2º de la Ordenanza 51.204 (BO GCABA Nº 273-04-09-1997).

Art. 2 °.- Comuníquese, etc.

FUNDAMENTOS

Señora Presidenta: 

La Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en reiteradas ocasiones, bajo las Resoluciones Nº 1845/02, 5692/02, 4103/07, 0195/08, 0204/08 y 0482/08, ha denunciado diversos casos en que ciudadanos y ciudadanas resultaron engañados/as por el supuesto otorgamiento de títulos oficiales, por parte de instituciones no incorporadas al sistema de enseñanza de la ciudad.

El reiterado número de este tipo de actuaciones hace suponer una defectuosa o inexistente actividad del Estado en cuanto a la regulación y control sobre la materia.

Tal como expresara la Defensoría del Pueblo en los considerandos de sus resoluciones, "la Dirección General de Educación de Gestión Privada tiene la competencia para autorizar y controlar el funcionamiento acorde a derecho de los institutos privados en la Ciudad de Buenos Aires, como continuadora del ex Servicio Nacional de Enseñanza Privada, tal como lo dispuso el Decreto Nacional Nº 371/64 y demás normas aplicables".

Por su parte, el Decreto Nº 2055-GCABA-2001, confiere a la citada Dirección General la responsabilidad de: "Administrar y supervisar el Subsistema de Educación de Gestión Privada de la jurisdicción, conforme con las políticas de la Secretaría de Educación".

Esta obligación, tal como lo expresan las resoluciones de la Defensoría "se hace extensiva a impedir el funcionamiento de aquellos institutos no incorporados a la enseñanza oficial que ofrezcan títulos supuestamente con dicho tipo de reconocimiento"·. Resulta claro entonces que el Estado debe ejercer el Poder de Policía a fin de proteger a los ciudadanos y ciudadanas respecto de la existencia de institutos creados para engañar a los potenciales alumnos/as.

La responsabilidad del Estado por Omisión "existe a raíz de no haberse adoptado ciertas decisiones en ejercicio de la policía administrativa de naturaleza preventiva o de fiscalización, susceptibles de evitar la producción de un evento dañoso"
. Es así que la omisión de actuar por parte del Estado se transforma en una omisión antijurídica cuando "sea razonable esperar que el Estado actúe en determinado sentido para evitar los daños en la persona o los bienes de los particulares. Ahora bien, la configuración de dicha omisión antijurídica requiere que el Estado o sus entidades incumplan una obligación legal expresa o implícita, tal como son las vinculadas con el ejercicio de la policía administrativa"
.

Por todo ello, Sra. Presidenta, solicito la aprobación de este proyecto de Resolución.

� Cassagne Juan Carlos, Derecho Administrativo T. I. Abeledo Perrot, 1991, pág 245.
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Último cambio: 10/04/2008 1:32   -  Cantidad de caracteres: 3903 - Cantidad de palabras: 717

Pág. 1/2 


